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PRÓLOGO


ROBERT F. ARNOVE


Política educativa en América Latina: reformas, resistencia y persistencia es una colección de capítulos que reflexionan sobre los esfuerzos principales para reformar los sistemas educativos en América Latina. Esto es evidente en el capítulo introductorio del compilador, Carlos Ornelas, que proporciona un marco conceptual que se basa en una amplia gama de filósofos, sociólogos y analistas políticos desde Maquiavelo, Marx, Weber y Durkheim hasta Nussbaum y Giddens. Los cuatro elementos esenciales del marco (propósito, tradición, contexto y herramientas) pueden parecer idiosincrásicos, pero resultan ser útiles en la medida que los autores de los capítulos analizan esfuerzos de reforma en contextos históricos y describen las fuerzas motrices y las dinámicas de los intentos de superación. Y, en ciertos casos, cambiar radicalmente las políticas y prácticas injustas.


Como ejemplo de ello, el libro comienza con intentos en Argentina (como lo ilustra Beech) y Chile de incluir sistemas educativos más incluyentes después de dictaduras militares. Chile es particularmente notable por la forma en que privatizó el sistema escolar como resultado de las políticas económicas y educativas neoliberales que se instauraron durante el régimen de Augusto Pinochet. Disminuir la posición privilegiada de los favorecidos por dicho régimen, sin embargo, no se lleva a cabo sin resistencia, como lo documentan Ávalos y Bellei. En contraste, el segundo capítulo sobre Chile, de Muñoz y Weinstein, documenta cómo se han implementado las mejores prácticas en la formación docente y el desarrollo profesional, para todos los propósitos, sin oposición significativa.


Además de la calidad de la fuerza docente de un país, el multiculturalismo es un elemento importante de los esfuerzos de reforma para lograr un sistema educativo más incluyente y equitativo. Esto es cierto en muchos de los países de la región con poblaciones indígenas mayoritarias o pluralistas. Brasil, a pesar de su imagen multirracial, tiene una larga historia de discriminación contra los descendientes de la esclavitud africana en la empobrecida región noreste. El capítulo 4, de Ana Ivenicki, señala que el multiculturalismo es un término integral que abarca los principales espacios de identidad, además de la raza y el origen étnico. La reciente elección de un presidente racista, homofóbico y misógino plantea grandes problemas para el éxito continuo en el logro de un sistema educativo genuinamente multicultural en Brasil.


Los problemas de transformación y oposición, los logros y los propósitos y promesas no cumplidos destacan aún más en el caso ecuatoriano (capítulo 6, de Baxter), en el que las reformas de gran alcance del gobierno populista de Rafael Correa ejercieron el poder estatal para tomar el control de un sistema difícil de manejar. A pesar de la resistencia a tal esfuerzo, se lograron avances significativos en equidad y calidad. El caso mexicano (capítulo 10, a cargo de Ornelas) es un ejemplo de los esfuerzos del Estado por tomar el control de un sistema dominado por el sindicato nacional de docentes afiliado al Partido Revolucionario Institucional (PRI). El capítulo plantea la cuestión de si una estructura hegemónica vertical está siendo remplazada por otra, mientras que la disputa continúa entre los favorecidos o no por el statu quo en la educación y la sociedad. Si el cambio fundamental para mejorar ha ocurrido o no sigue siendo problemático. El caso peruano (capítulo 5 que analizan Balarin y Rodríguez) ilustra cómo la rotación constante en el Ministerio de Educación y la inconsistencia en la formulación e implementación de políticas –común en la región y en otras partes del mundo– han dado como resultado mejoras modestas en el funcionamiento general y los resultados de la escolarización.


Las contradicciones y fuerzas opuestas se ubican en competencias históricas, socioculturales y económicas específicas, que van de lo nacional y lo regional a lo internacional. Ilustrativo de este punto es el caso cubano (capítulo 9, de Ginsburg y García Batista) que examina seis décadas de innovaciones educativas en el contexto de las relaciones cambiantes de la guerra fría de la isla con Estados Unidos y la Unión Soviética. El capítulo 8, sobre El Salvador, de Edwards, proporciona una descripción detallada de cómo los factores nacionales e internacionales son esenciales para comprender la trayectoria de las reformas educativas, tanto sus éxitos como sus fracasos. El papel de un actor internacional importante, en particular, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), se ilustra con iniciativas de reforma que se emprendieron en Colombia, en el capítulo 7 de Guevara y Téllez.


El capítulo final del volumen es diferente, ya que implica un análisis transnacional de la respuesta de diferentes organizaciones de docentes a los esfuerzos de reforma en Argentina, Brasil y México que pueden o no ser favorables para ellos y para el sistema educativo. Aquí hay que señalar que me opongo a los intentos de fijar el fracaso de la reforma educativa en los sindicatos de docentes. Históricamente, en América Latina y en otros lugares, los sindicatos de docentes han sido la fuerza más importante para expandir y fortalecer la educación pública como un derecho fundamental de ciudadanía que sirve al bien común.


Además de estudiar las reformas educativas dentro del marco general de “la dialéctica de lo global y lo local”, otra característica única del libro es el proceso empleado por el editor para lograr un conjunto complementario de capítulos. Como se describe en su introducción, Ornelas hizo los arreglos para que varios autores contribuyeran a hacer presentaciones en dos sesiones en la Conferencia de México 2018 de la Sociedad de Educación Comparada e Internacional (CIES). Luego, los autores se reunieron durante dos días en el Crefal (Centro de Cooperación Regional para la Educación de Adultos en América Latina y el Caribe) en Pátzcuaro, Michoacán, con el objetivo de brindar una oportunidad para que cada capítulo recibiera críticas y fuese mejorado de manera extraordinariamente colegial.


El resultado de esta empresa cuidadosamente planificada es un volumen que ofrece nuevas perspectivas por distinguidos académicos latinoamericanos y estadunidenses, que han dedicado sus carreras a comprender cómo los sistemas educativos desempeñan un papel importante en la configuración de sus sociedades y, a su vez, están conformados por las sociedades. Sus preocupaciones permanentes se orientan a imaginar que se necesita para crear sistemas de educación equitativos y de calidad que contribuyan al bienestar individual y colectivo. Pienso que Política educativa en América Latina: reformas, resistencia y persistencia es una representación digna de sus estudios y participación política que han beneficiado a muchos, no sólo en sus sociedades, sino también en otras partes de América y el mundo.


(VERSIÓN EN ESPAÑOL DE CARLOS ORNELAS)




INTRODUCCIÓN
REFORMAS, RESISTENCIA Y PERSISTENCIA


CARLOS ORNELAS


NOTA BENE




Este libro se publicó en inglés en 2019 por Brill-Sense Publishers. La presente versión no es una mera traducción, aunque me hice cargo de poner en español los ensayos de Ana Ivenicki, Brent Edwards y esta introducción. La mayoría de los autores reescribieron su trabajo en español; incluso, en algunos capítulos actualizaron hechos de comienzos de 2019, pero sin alargar el contenido. Decidí dejar la introducción con fecha de noviembre de 2018, cuando cerramos la preparación de los textos para la publicación en inglés.


Agradezco a John Bennett de Brill-Sense por la cesión de derechos para publicar este libro en español. También a Jaime Labastida, director general de Siglo XXI Editores, por la respuesta favorable para su publicación en español; en breve tiempo, además. Respondí a su solicitud y agregué un epílogo al capítulo 10, donde discuto la reforma mexicana.


Desde mediados de la década de 1980 se desató la fiebre por las reformas educativas en todo el mundo. En Europa, ciertos gobiernos plantaron la tendencia desde la posguerra con el fin de desterrar la ideología nacionalsocialista y las inclinaciones fascistas; la idea de la democracia empujó a los esfuerzos de cambio, en especial en lo que sería la República Federal de Alemania (Max Planck Institute for Human Development and Education, 1983). En Estados Unidos, las iniciativas de reforma en la educación aparecieron en los distritos escolares y los estados desde principios del siglo XX (Levin, 1976; Sack, 1981). Los asiáticos Corea, Taiwán, Hong Kong y, en cierta medida, Singapur, intentaron emular los éxitos de la educación de Japón (Goh y Gopinathan, 2008). Junto con los efectos de la democratización –que se manifestó más que nada en la expansión de la educación– en muchos países de Europa y Asia y en cierta medida en los países de América Latina. Muchos gobiernos patrocinaron la formación de los maestros con base en postulados meritocráticos (Takayama, 2013).


Sin embargo, el embrión que quizá impulsó con más fuerza la epidemia de la reforma global comenzó cuando en Estados Unidos el famoso informe A Nation at Risk (Una nación en riesgo) culpó a la mala calidad escolar por los problemas que, desde una perspectiva catastrofista, afligieron a la economía, a la cohesión social y la pérdida de competitividad de ese país en el mundo. Estados Unidos ya no era el poder que dictaba las reglas en la política y la economía mundiales, incluso cuando mantenía la vanguardia en innovaciones científicas y tecnológicas (Goldberg y Harvey, 1983). La escasez de “capital humano” competente amenazaba su posición hegemónica en el planeta. Aunque la teoría del capital humano ya había avanzado en las esferas académicas, fue con los efectos de Una nación en riesgo que dicha doctrina se convirtió en la divisa política dominante.


Al mismo tiempo, la economía de mercado se convirtió en el núcleo ideológico de las reformas en la educación. Instruir para el trabajo devino mandato para los sistemas escolares; educar para una vida plena era un estorbo. Martha Nussbaum lo expresa con claridad meridiana:


La educación para el crecimiento económico requiere habilidades básicas, alfabetización y aritmética […]. La libertad mental del estudiante es peligrosa si lo que se necesita es un grupo de trabajadores obedientes entrenados técnicamente para llevar a cabo los planes de las élites que son con el objetivo de la inversión extranjera y el desarrollo tecnológico (Nussbaum, 2010: 18).


Organismos intergubernamentales abrazaron el enfoque del capital humano. En primer lugar, el Banco Mundial, luego, organizaciones de fomento regionales, como el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), después la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y otros centros. La Unesco no abandonó sus fines humanistas, pero disminuyó su influencia para impulsar políticas educativas. La teoría del capital humano encaja bien con la ideología neoliberal en sus esfuerzos por desterrar de los sistemas educativos al humanismo ya que considera que forma parte de tradiciones pedagógicas obsoletas, lejos de los objetivos del crecimiento económico.


Los instrumentos utilizados por los agentes del neoliberalismo eran encoger los presupuestos estatales, fomentar investigación aplicada, evaluaciones internacionales, clasificaciones (rankings), empaquetadas en una propaganda sutil con frases pegadizas como “habilidades para la vida” “sociedad del conocimiento” o “aprendizaje para todos” (Klees, Samoff, y Stromquist, 2012; Stromquist y Monkham, 2014). Esas organizaciones enmarcaron un “modelo internacional para la era de la información”. Sus componentes principales fueron: descentralización/autonomía escolar; el aprendizaje permanente; un currículum centralizado basado en competencias; sistemas centrales de evaluación; y profesionalización de los docentes (Beech, 2008). Ese núcleo común se convirtió en el Movimiento de Reforma Educativa Global, o GERM (en inglés, un juego de siglas y palabras para insinuar que se trata de un germen), como lo llamó Pasi Sahlberg (Hargreaves, 2015).


Hasta hace poco, parece que América Latina se mostraba renuente a promover reformas de este tipo; con excepción de Chile, que se convirtió en un ejemplo global, incluso como un laboratorio, donde la privatización de la educación tomó el mando y el gobierno del general Augusto Pinochet introdujo un sistema de vales para promover “justicia e imparcialidad” (Colegio de Profesores de Chile; Cox, 2005). Sin embargo, el eslogan de la reforma educativa lleva mucho tiempo en la región; el movimiento de Córdoba por la reforma universitaria en 1918 es el antecedente y cimiento de aventuras más recientes.


En términos generales, después de las luchas entre liberales y conservadores a lo largo del siglo XIX, los sistemas educativos de América Latina fueron moldeados bajo la inspiración del modelo napoleónico: centralizado, elitista, uniforme, orientado hacia las profesiones. La tradición liberal anglosajona, aunque tuvo cierta influencia a lo largo del siglo XX en segmentos de la educación privada, no levantó ámpula en comparación con el modelo hegemónico (Levy, 1986). Los sistemas escolares latinoamericanos, además, se constituyeron bajo los auspicios del Estado, que favorecieron la formación de sindicatos que impregnaron con sus políticas la configuración de la educación; éstas fomentaron prácticas clientelares entre los maestros, alejándose así de los ideales de la meritocracia; en el otro polo, los sindicatos defendieron y protegieron los derechos de los trabajadores de la educación.


Los proyectos de reforma educativa recopilados en este libro ofrecen una perspectiva amplia de las tendencias de transformación, pero también de la resistencia que generan esas reformas y la persistencia de ciertas tradiciones. Los casos estudian proyectos nacionales, pero no dejan de mencionar la influencia de las disposiciones y aprendizajes globales. Vale la pena comenzar con definiciones conceptuales, antes de abordar las relaciones entre las reformas en América Latina y las de otras latitudes.


REFORMA




La expresión “reforma educativa” quizá sea una de las más empleadas en la literatura internacional de educación comparada. Bastantes académicos dan por sentado que todos entienden el concepto y no lo definen ni trazan sus características, excepto para el análisis de sus casos. La consigna de la reforma educativa se utiliza para justificar políticas de gobiernos o para promover cambios en las escuelas para mejorar el aprendizaje de los estudiantes. La misma noción se usa para alinear proyectos liderados por organizaciones intergubernamentales o para explicar el impulso de comunidades que desean decidir el destino de sus escuelas. Los movimientos de cambio van desde aquellos que intentan transformar un sistema escolar completo hasta los que se enfocan en una práctica o institución en particular. Existen movimientos de reestructuración que promueven la enseñanza de valores religiosos, mientras que otros se oponen a tales intenciones.


No existe una definición conceptual satisfactoria de lo que es, o debería ser, la reforma educativa. Sin embargo, hay muchas maneras de dar sentido a los cambios en la educación. Puede resultar de los propósitos de los reformadores. Estos pueden incluir, por ejemplo, satisfacer necesidades percibidas de su sistema educativo o se emprenden para resolver una crisis. También pueden emplearse para fines políticos o para legitimar una política gubernamental dada (Bacharach, 1990; Bajaj, 2012; Gorski, 2014; Iturralde Guerrero, Maya, y Silva, 2017; Tyack y Cuban, 2001). Burton Clark argumentó: “Cambio es el concepto más utilizado en las ciencias sociales”. Intercambiar la palabra cambio por reforma puede ser útil. El estudio de reformas del sistema y microrreformas son vitales para el campo. Las reformas pueden diseñarse y ejecutarse por medio de un enfoque de arriba hacia abajo en el que una autoridad se aplica a transformar el entorno escolar o capacitar a los maestros en servicio o promover mudanzas en su formación inicial. Pero una reforma también puede provenir de organizaciones de base, ganar impulso y extenderse a otras ramas del sistema (Clark, 1984).


El derrotero de las reformas educativas es importante. Una revisión selectiva de la literatura muestra que la mayoría de ellas, en especial aquellas que usan un modelo descendente, siguen un camino similar: un llamado a la acción, formulación legal de estrategias; diseño y ejecución de políticas; cambios en el currículo; nuevos libros de texto y la mejora de la formación docente. Otros intentan instituir un modelo pedagógico, como el enfoque basado en competencias o el paradigma constructivista. Otro tipo de reformas se esfuerzan por establecer sistemas de evaluación centralizados y, al mismo tiempo, por descentralizar la administración escolar; para ello promueve la rendición de cuentas, supervisión externa y procedimientos correctivos para los docentes (Anderson, 2005; Burns, Köster y Fuster, 2016; World Bank Group, 2011). El ideal neoliberal aboga por la privatización y la desregulación de los sistemas educativos (Turner, 2014; Zajda, 2006).


Sin embargo, existe la necesidad de un marco de referencia para examinar las principales características de cualquier reforma de la educación. Si se consideran cuatro elementos esenciales: propósito, tradición, contexto y herramientas, es factible utilizar dicha estructura. El andamio analítico parte de la premisa de que hay un precepto filosófico, un principio fundamental, que gobierna la acción de quienes proponen reformas: un propósito. Puede ser implícito, pero la mayoría de las veces su presentación es evidente: búsqueda de justicia social, equidad, libertad o mérito. Otras veces, la exposición de estos principios puede proporcionar cobertura retórica de objetivos utilitarios, aunque puedan tener cualidades de peso, como eficacia, transparencia o rendición de cuentas. En cualquier caso, no es la filosofía, sino la acción política lo que da sustancia a una reforma particular.


El sustantivo propósito tiene varios significados. En las páginas de este texto, lo usamos para denotar el interés político de los proponentes de las reformas educativas. Incluye sus aspiraciones de trascender o anhelos para mantener o expandir su poder, la determinación para alcanzar metas, la pasión o pasividad en su trabajo y la ambición que la reforma aumentará su legitimidad. Por lo general, el propósito principal de una reforma sistémica es desmantelar o erradicar las tradiciones dominantes que el grupo reformista considera dañinas. Los defensores de los cambios asumen que aquellos que guardan tales prácticas tradicionales sólo justifican su legitimidad en el sentido en que Weber señaló en La política como vocación; legitimidad basada en “la autoridad del ayer eterno” (fieterno ayerfl), es decir, “de la costumbre consagrada por su inmemorial validez y por la consuetudinaria orientación de los hombres hacia su respeto [...] como la dominación ejercida por el príncipe patrimonial de antaño” (Weber, 1946: 78-79).


Por tradición, uno puede entender las costumbres políticas actuales, que podrían incluir concepciones sobre los usos del poder. También combina las prácticas dominantes, tanto en la administración del sistema como en la enseñanza. Las creencias en torno a esas prácticas, así como los métodos burocráticos –aún más arraigados y, por lo tanto, más difíciles de erradicar– tienen defensores con armaduras de hierro. De la misma manera, la tradición incluye mitos y leyendas construidos alrededor de un sistema escolar, que se transmutan en parte de la ideología dominante. El conjunto de tradiciones forma un vínculo con las relaciones sociales existentes y este vínculo define el contexto complejo que condiciona la acción política de los grupos reformistas. Un reformador inteligente identifica mitos rentables o aquellos que presumen virtuosos, como diría Maquiavelo, que pueden favorecer su esfuerzo e intenta rescatarlos y alinearlos con sus objetivos.


La descripción de este tipo de contexto político se deriva de la famosa cita de Karl Marx en El dieciocho Brumaire de Luis Bonaparte: “Los hombres hacen su propia historia, pero no lo hacen como les plazca; no lo hacen bajo circunstancias elegidas por ellos mismos, sino bajo circunstancias directamente encontradas, dadas y transmitidas desde el pasado. La tradición de las generaciones muertas pesa como una pesadilla en los cerebros de los vivos” (Marx, 1972: 437). Anthony Giddens revisó la frase de Marx y en lugar de los hombres propone “Los seres humanos hacen su propia historia”. El contexto, afirma Giddens, “incluye el registro reflexivo, por el arte de los agentes interesados, de las condiciones en que hacen historia” (Giddens, 1995: 272).


La reforma, en consecuencia, siempre incorpora el contexto político cambiante, las condiciones sociales, la recepción dada a alguna iniciativa, las relaciones sociales entre segmentos, grupos, organizaciones y ciudadanos, así como el tejido histórico, el remanente de las generaciones anteriores. Todos estos factores determinan el destino de las reformas. Los reformadores empaquetan sus propuestas en principios filosóficos o doctrinales, aunque también incorporan componentes de la vida práctica, como el aumento de la capacidad productiva, el fomento de la participación ciudadana u ofrecer un servicio de calidad.


Los renovadores utilizan un tipo separado de aparatos, dispositivos o instrumentos, que incorporamos en el concepto de herramientas, para lograr los objetivos del proyecto de reforma educativa. Éstas pueden variar, pero se unifican por la decisión de poner en práctica los efectos de la reforma, o al menos parte de ella. Hay tres categorías de herramientas: institucionales, políticas y educativas. Todos los procesos de reforma implican una forma de batalla política. En un frente están los militantes reformistas, aquellos que quieren cambiar el orden de las cosas y creen que tienen la legitimidad para hacerlo. En el otro frente están los defensores del statu quo; aquellos que son sus beneficiarios directos, otros que viven en una especie de zona de confort y temen cualquier alteración que pueda poner en peligro su forma de vida. Estos últimos grupos de personas a menudo son etiquetados como conservadores.


Maquiavelo aconsejó:


[…] un príncipe se ve en la precisión de obrar competentemente conforme a la índole de los brutos, los que ha de imitar son el león y la zorra, según los casos en que se encuentre. El ejemplo del león no basta, porque este animal no se preserva de los lazos y la zorra sola no es suficiente, porque no puede liberarse de los lobos. Es necesario, por consiguiente, ser zorra para conocer los lazos, y león, para espantar a los lobos (Maquiavelo, 1957: 186-187).


Maquiavelo se refería al uso de la fuerza como un tipo de guerra y que la política tiene en su base la lucha por el poder. Por lo tanto, el reformista, en particular si encabeza el Estado, debe conducir a sus partidarios a usar los instrumentos disponibles.


Las herramientas institucionales son fundamentales en el Estado moderno y en la arena global. Aunque analistas apegados a la ciencia política han utilizado la teoría institucional al menos desde que Émile Durkheim estableció los principios de la sociología moderna, existen debates y escuelas de pensamiento en torno al significado de la institución (Durkheim, 1989). Para Sue Crawford y Elinor Ostrom –que basan sus análisis en el comportamiento de los individuos– hay tres tipos de concepciones sobre lo que es una institución: 1] instituciones como equilibrios; 2] instituciones como normas; y 3] instituciones como reglas. Cada uno es parte de un conjunto diferente de supuestos teóricos que tratan de explicar el orden político y “se basan en la opinión de que las instituciones soportan las regularidades de la acción humana en situaciones estructuradas por reglas, normas y estrategias compartidas, así como por el mundo físico”. El cambio institucional implica que las “reglas, normas y estrategias compartidas están constituidas y reconstituidas por la interacción humana que ocurre con poca frecuencia o en situaciones repetitivas” (Crawford y Ostrom, 1995: 582). El funcionamiento de cualquier gobierno depende de la eficiencia y la evolución de las instituciones políticas.


Para transformar la educación, los cruzados de las reformas consideran dos herramientas principales para promover cambios institucionales en línea con sus propósitos: el uso de sus facultades legales (racionalidad burocrática) y el monopolio de la fuerza, como diría Max Weber (2014). Victor Baldridge (1978) y, desde otra perspectiva, Douglas North (1990), sugieren que el modelo analítico weberiano clásico es útil para la elaboración de tipologías, el examen de los mecanismos de poder y para evaluar el grado en que el gobierno aumenta o disminuye su legitimidad política. Sin embargo, el prototipo burocrático weberiano y el análisis institucional son insuficientes para explicar el proceso de toma de decisiones, ya que ignora los tipos informales de poder e influencia, que pueden incluir a grupos, tales como cámaras empresariales o sindicatos, que imponen restricciones ilegítimas a las políticas estatales. Tampoco es adecuado por sí solo para explicar las luchas por el poder o los cambios en las relaciones entre los actores políticos.


Por esas razones, varios capítulos de este libro combinan el análisis institucional con los conceptos de la teoría política clásica, sin una frontera clara entre uno u otro tipo de herramienta. Sin embargo, la frase compacta de la reforma educativa constituye su núcleo. En términos abstractos: las autoridades políticas que se embarcan en procesos de cambio institucional tienen el propósito de reformar los patrones específicos de comportamiento dentro de las instituciones educativas o del aparato del Estado en su conjunto. El objetivo explícito para emprender una reforma puede ser vago o ambiguo, pero el implícito no: mantener el poder. En este intento, las tradiciones de los actores políticos que coexisten dentro y dan vida a las instituciones se ven afectadas. Estos actores pueden ser capaces de aceptar, ya sea por creencia, conveniencia o conformidad –como dijo Weber– algunos de los cambios propuestos, pero también la reforma siempre generará controversias.


Dado el potencial de conflicto, aunque su diseño puede ser racional, correcto y necesario, el destino de las reformas educativas nunca es inevitable, no es fatal. Su proyecto no es una obra de teatro donde el elenco obedece al director para lograr el fin deseado. El proyecto de cambio es una trama abierta al escrutinio público y los caprichos de la política, donde los protagonistas pueden ser inconstantes e incluso puede haber traidores entre los actores políticos. Además, querellantes sociales no invitados a menudo intervienen y se hacen oír.


La iniciativa de reforma educativa tiene un origen que cumple un propósito de cambio. Aunque su puesta en marcha podría responder a demandas globales, siempre alude a necesidades nacionales y locales. En algunas ocasiones, las iniciativas de grupos pequeños o de carácter regional se expanden a todo un sistema. El manifiesto de reforma expresa una determinación por la transformación. Eso puede ser institucional, que incluye legislación, o estructura. Quienes lo proponen, por lo regular, aspiran a que los cambios que promueven alcancen profundidad y permanencia. Desearían que la mudanza tuviera un curso que no permitiera muchas desviaciones, pero la flexibilidad suficiente para trocar o desmantelar ciertas tradiciones. En términos generales, esa operación comienza desde arriba y se propaga a través del sistema. La reforma contiene el impulso de una ideología, que puede ser explícita u oculta, pero presente en las herramientas de ejecución; exige acción política para convencer que sus propósitos son sustanciales y necesarios. Esta declaración siempre se refiere a la educación como un factor de desarrollo económico, cohesión social y virtudes ciudadanas, también sugiere que la reforma es guardiana y promotora de la cultura.


El objetivo final de la reforma educativa es transformar, ya sea en la raíz o en el comportamiento cotidiano de los actores del acto educativo, las prácticas que sus animadores consideraron negligentes en el avance de la educación, en especial en escuelas y aulas. La búsqueda para aumentar la legitimidad política es un propósito velado, pero presente. Por este motivo, el discurso reformista siempre parte de diagnósticos que muestran realidades que es urgente modificar y apelar a la sociedad en su conjunto para apoyar proyectos de cambio. Exhiben la promesa de reforma bajo una cubierta discursiva seductora.


RESISTENCIA




Las propuestas de cambio enfrentan el desafío de quienes se benefician del statu quo, mientras que los beneficiarios potenciales no siempre son sus defensores fervientes. Las reformas que perduran se deben a que quienes las lideraron actuaron de manera efectiva en el contexto, de modo que incluso superaron un entorno político adverso. No es una cuestión de suerte: la fortuna favorece al príncipe que persevera –dijo Maquiavelo–, es la consecuencia de la acción política (Maquiavelo, 1956).


La oposición a la iniciativa de reforma de la educación puede provenir de múltiples actores políticos y sociales. Puede deberse a la defensa de ciertas tradiciones: algunas legítimas, otras deshonestas, o la estabilidad de los patrones culturales. Por muchas razones, los maestros son a menudo el blanco de las críticas y se persigue que sean los actores principales del cambio institucional, sobre todo en pedagogía y propuestas curriculares. En muchos casos, los docentes cargan la culpa por los fracasos de la educación, la pobre calidad de la enseñanza, el bajo desempeño de estudiantes en las evaluaciones internacionales, incluso por deficiencias de la burocracia. Organizaciones intergubernamentales y los académicos alineados con la perspectiva neoliberal reprochan a los docentes por las deficiencias de los sistemas educativos (Bruns, Filmer y Patrinos, 2011; Banco Mundial, 1995; Grupo del Banco Mundial, 2011). Otras instituciones, como la OCDE, critican a los maestros de una manera algo más alentadora, argumentando que deben reclutar a los mejores prospectos para la profesión docente. Sin embargo, ello implica que los maestros en ejercicio carecen de los atributos profesionalismo, incluso de cualidades esenciales para una práctica docente eficaz (OCDE, 2005).


Profesores e intelectuales afines a su causa tienden a ver a los maestros como víctimas de las fuerzas neoliberales y de un sistema social y político injusto. Por esas razones, los maestros y sus organizaciones sindicales son opositores naturales a los intentos de cambiar el orden establecido (Hernández Navarro, 2011). Muchas veces, los líderes de los sindicatos de docentes defienden el statu quo para proteger sus privilegios y movilizan a sus miembros para embarcarse en luchas contra el gobierno reformista. Además, los reformadores enfrentan la rebeldía de los partidos políticos de oposición que persiguen agendas desde otra perspectiva ideológica. Los movimientos de reforma educativa, por lo tanto, caminan por un camino minado o los burócratas encargados de recorrer los senderos son incompetentes o reticentes.


PERSISTENCIA




Hay al menos tres formas de ver la estabilidad de los sistemas escolares en todo el mundo. Jacques Delors, en su reciente visita a los cuatro pilares de la educación, sostiene que: “Las escuelas ponen fundamentalmente la memoria en la continuidad –no hay ningún futuro si se carece de memoria– y, por ello, intentan oponerse al ritmo veloz de la vida moderna y al dominio ejercido por el presente que nos impide dar un paso atrás, ejercer nuestro juicio y pensar acerca del devenir” (Delors, 2017). Ése sería el mejor impulso para mantener las cosas que funcionan bien o saludables en los sistemas educativos. Eso significa que no siempre los movimientos de reforma son impulsados por motivos razonables. Algunos pueden surgir de líderes caprichosos.


Otro camino puede ser el término de sociólogos neoinstitucionalistas como la persistencia cultural de maestros y otros actores del ámbito de la educación (Zucker, 1999), o lo que Torsten Husen identifica como ignorancia oportunista: “Las personas interesadas en el statu quo simplemente no quieren saber de hechos perturbadores”. Además, Husen sostiene que “el problema común en los sistemas escolares de las sociedades modernas es la ‘cobertura de cemento burocrática’ que ahoga la iniciativa y el espíritu innovador” (Husen, 2007: 5).


La tercera perspectiva que puede explicar la persistencia institucional, según Elinor Ostrom, es que “la creación y modificación de instituciones sociales efectivas están más cerca de un proceso evolutivo que de un diseño de ingeniería de arriba hacia abajo. Las instituciones sociales evolucionan cuando los seres humanos construyen a partir de las estructuras existentes, añadiendo reglas para alguna actividad, modificando otras y descartando otras” (Ostrom, 2009: 18). Véase también Mahoney y Thelen (2010). Por lo tanto, las reformas radicales o de vía rápida son más difíciles de llevar a buen puerto.


Esos enfoques proporcionan razones tanto para la persistencia de los sistemas escolares existentes (o incluso para una defensa drástica de las condiciones actuales) como para frenar la reforma que alguien (por lo general líderes políticos y empresariales) sostienen que es necesaria porque las escuelas no funcionan con la corrección debida. Sin embargo, en la mayoría de los casos, el significado de reforma es a la vez incluyente –todo encaja en ella– o esquivo, sin contenido. Por lo tanto, los textos de este volumen esbozan diversas maneras de abordar la noción de reforma educativa.


LO LOCAL Y LO GLOBAL




La dialéctica entre lo local y lo global, como lo expresa Robert Arnove, es un tema complejo, no reducible a comparaciones que sólo consideran las similitudes entre las tendencias internacionales y la ingeniería de arreglos particulares en cada nación o región del planeta. “El sistema escolar de cada país refleja los sistemas socioculturales correspondientes en los que están integrados” (Arnove, 2013: 7). Cada país tiene su historia, dinámica política y características sociales particulares. Sin embargo, ciertos principios del estudio de los sistemas escolares en otras sociedades pueden mostrar semejanzas con lo que sucede en otro país. Incluso si esos principios son generales, como la estructura de un sistema (primaria, secundaria, superior), el estatus de los maestros, las prácticas de enseñanza en el aula o la rigidez curricular, en contraste con la autonomía de los maestros para enseñar. Cada país tiene particularidades culturales o tradiciones y rituales de la organización social que pueden ser únicos, aunque con el crecimiento de la globalización, estas particularidades quizá tiendan a volverse más y más invisibles.


En mi ensayo en este libro, expongo las perspectivas de interpretación que los académicos utilizan para explicar la convergencia –o isomorfismo– en la transferencia de políticas educativas. Estas perspectivas cubren cómo los gobiernos o ciertos segmentos sociales nacionales incorporan en sus proyectos de reforma estrategias proporcionadas por el orden global: la teoría de la cultura mundial, el enfoque del neoimperialismo cultural y la perspectiva del prestamista y el prestatario (la discusión de estas configuraciones teóricas es más ilustrativa que prescriptiva). El ensayo de Brent Edwards señala un marco para estudiar la economía política de la ejecución de políticas y rastrea la influencia de las instituciones de ayuda extranjera sobre El Salvador. No obstante, por convicción intelectual y diseño de la antología, cada autor de este libro ha contruido su andamiaje teórico de acuerdo con su objeto de estudio.


SOBRE ESTE VOLUMEN




La idea de componer el ejemplar que hoy ponemos a su disposición surgió en una conversación que tuve con amigos y colegas de la Comparative and International Education Society (CIES, Sociedad de Educación Comparada e Internacional), en la reunión anual que se llevó a cabo en Atlanta, en marzo de 2017. Allí comencé a delinear un mapa que mostrase las reformas de la educación en América Latina de la década de 1980 en adelante. Las estrellas se alinearon con corrección astronómica. Mi amiga, Regina Cortina, que fue presidenta de CIES y que trabajó con afán para organizar la Conferencia de 2018 en la Ciudad de México, me invitó a convocar una sesión (que al final resultaron dos) sobre el tema candente de la reforma educativa en América Latina. Convoqué a diez colegas de siete países para participar en la aventura. En marzo de 2018 tuvimos el panel “El florecimiento de las reformas educativas en América Latina”, con ocho ponencias. En la primera sesión estuvieron: Jason Beech, de la Universidad de San Andrés de Buenos Aires; Ana Ivenicki, profesora de Educación en la Universidad Federal de Río de Janeiro; Beatrice Ávalos y Cristián Bellei, del Centro de Estudios Avanzados en Educación de la Universidad de Chile; y José Weinstein y Gonzalo Muñoz, de la Universidad Diego Portales de Santiago de Chile. En la segunda sesión, presentamos ensayos de René Guevara Ramírez y Sandra Milena Téllez Rico, de la Universidad Pedagógica Nacional de Colombia; Brent Edwards, de la Universidad de Hawái; Carlos Ornelas, de la Universidad Autónoma Metropolitana de la Ciudad de México; y Aurora Loyo, de la Universidad Nacional Autónoma de México. Tuvimos dos distinguidos comentaristas, Martin Carnoy, de la Universidad de Stanford, y Robert Arnove, de la Universidad de Indiana.


Con excepción de José Weinstein, Gonzalo Muñoz y Sandra Milena Téllez, quienes no pudieron viajar, el resto de los asistentes también participamos en una conferencia de día y medio en el Centro de Cooperación Regional para la Educación de Adultos en América Latina y el Caribe (Crefal), en Pátzcuaro, Michoacán. Bob Arnove nos acompañó. Además de presentar los artículos en español, en esta conferencia, discutimos las perspectivas generales de la reforma educativa, notamos ausencias significativas para una comprensión más amplia del fenómeno y acordamos mejorar cada uno de los trabajos. Luego convoqué a Jorge Baxter para ilustrar el caso de Ecuador, y a María Balarin, quien a su vez invitó a María Fernanda Rodríguez, para analizar el sistema educativo en Perú. En Pátzcuaro notamos la ausencia del análisis de la educación cubana, con su historial de logros en su sistema educativo. Invité a Mark Ginsburg, quien pasa mucho tiempo en la isla haciendo investigación e impartiendo cursos y, para nuestra fortuna, accedió a escribir un ensayo junto con Gilberto García Batista.


El tema de la Conferencia CIES 2018 en la Ciudad de México fue Re-Mapping Global Education: South-North Dialogue (Re-mapeo de la educación global: diálogo Sur-Norte), con una clara intención de distanciarse de la idea Norte-Sur (todas las “buenas” ideas de reforma educativa se difunden desde el Norte global hacia el Sur), que todavía es el enfoque dominante en el mundo académico, la prensa y la literatura popular. Por esa razón, en lugar de organizar el contenido del libro por temas o regiones, decidí presentar los capítulos de acuerdo con la geografía de los países, de sur a norte.


En el capítulo 1, Jason Beech, desde el punto de vista de que la noción de inclusión ha sido central en los discursos globales sobre educación en las últimas décadas, analiza las políticas y las controversias para la instrucción básica en Argentina de 2003 a 2015. Plantea el argumento de que tales políticas apuntan a la inclusión de los grupos más desfavorecidos del país, al menos en los territorios normativo y retórico. También razona que, al resaltar la inclusión, tales políticas han acarreado consecuencias contradictorias. A pesar de que esos intentos han logrado ciertos efectos positivos, la situación general de exclusión de una parte significativa de la sociedad no se ha resuelto y sigue siendo un desafío para el sistema educativo.


En el capítulo 2, Beatrice Avalos y Cristián Bellei presentan cómo el gobierno de Chile respondió a las demandas de los movimientos estudiantiles de 2006 y 2011 al elaborar y poner en vigencia dos nuevas leyes, “Inclusión” (2015) y “Desarrollo profesional docente” (2016). Su análisis incluye los debates entre los diferentes sectores sociales sobre el aumento y el desmantelamiento gradual de la privatización y la segregación socioeconómica escolar. Consideran cómo la administración de Bachelet (2014-2018) lanzó reformas para disminuir la importancia de las dinámicas de mercado en la educación chilena, incluso con el finiquito de subsidios públicos para escuelas con fines de lucro y el apoyo a políticas incluyentes; además decretó el fanal de las prácticas de selección en escuelas financiadas con fondos públicos. La reforma promueve la calidad en las escuelas mediante la mejora de las condiciones de trabajo y el adiestramiento de docentes.


Todavía en Chile, Gonzalo Muñoz Stuardo y José Weinstein Cayuela, en el capítulo 3, examinan la “Ley de Inclusión” de 2014. Ilustran cómo, hasta en la historia de corto tiempo, dicha ley modificó la relación del Estado con la instrucción privada al establecer educación libre en todas las escuelas, poner fin a la discriminación en la selección de estudiantes y terminar las ganancias de escuelas que reciben recursos públicos. Desde perspectivas comparada y normativa, su análisis muestra que la Ley de Inclusión ayuda en tres áreas. Primero, tratar la educación de calidad como un derecho para todos. Segundo, elimina las diferencias que actuaron contra la escuela pública. Tercero, pone a la segregación socioeducativa con potencial decreciente. No obstante, su puesta en marcha enfrenta desafíos relacionados con un mejor aprendizaje en las escuelas chilenas.


Luego, el texto salta un poco hacia el norte. En el capítulo 4, Ana Ivenicki toma el multiculturalismo como una de las características sobresalientes de Brasil y, sin embargo, a menudo no se aborda en las políticas educativas. Aunque no profundiza en las pautas curriculares, analiza un documento reciente de la reforma educativa en Brasil que modifica los programas de la escuela primaria, con implicaciones para las instituciones de formación docente: las Directrices Curriculares Nacionales de Brasil para la Educación Primaria, aprobadas en 2017. Estas directrices promueven un enfoque multicultural que –es el propósito– debe contribuir a vincular la búsqueda de la excelencia en la educación con la inclusión social y el desarrollo de ciudadanos que valoren la diversidad. Ana Ivenicki adopta una postura clara contra los prejuicios de raza, género, etnia y otros marcadores de identidad.


Más al norte, María Balarin y María Fernanda Rodríguez, en el capítulo 5, desarrollan una historia de tiempos turbulentos en Perú. Esta turbulencia ocasionó un movimiento de reforma educativa que en tres décadas no pudo cambiar muchos problemas identificados en los años noventa. El objetivo de gobiernos posteriores de Perú se ha centrado en mejorar la eficiencia y la eficacia de las escuelas. Aunque ha habido cambios constantes en los equipos del Ministerio de Educación, las reformas sólo han logrado mejoras modestas en políticas de primer orden, como rendimiento de los estudiantes, crecimiento de matrícula e infraestructura. Las autoras argumentan que varios gobiernos han pospuesto reformas pedagógicas de segundo orden que buscan introducir cambios fundamentales en el núcleo de la práctica educativa. Sin éxito palpable al presente.


El capítulo 6 va al centro de la región andina, donde Jorge Baxter identifica y compara historias de políticas en competencia de los principales actores involucrados en la reforma educativa ecuatoriana bajo la presidencia del presidente Rafael Correa, de 2007 a 2015. Este ensayo es un estudio sobre los usos del poder político. Baxter sostiene que, desde las elecciones presidenciales de 2007, Correa centró su capital político en reconstituir la autoridad y la capacidad del Estado para formular e implantar políticas públicas. Antes de la época de Correa, la política neoliberal erosionó la capacidad del Estado para gobernar al sector educativo. La concentración de poder, combinada con una agenda de desarrollo de capacidades, permitió al gobierno de Correa avanzar en la reforma educativa con resultados significativos en equidad y calidad. La reforma en Ecuador coincide con la mexicana en que ambos gobiernos –en México el de Enrique Peña Nieto– querían recuperar la rectoría de la educación que el Estado había extraviado.


René Guevara Ramírez y Sandra Milena Téllez Rico participan en un debate sobre políticas públicas en la educación colombiana en el capítulo 7. Comentan el convenio político que el presidente Juan Manuel Santos (2010-2018) estableció con la OCDE con el fin de que Colombia fuese aceptada como otro miembro del club. La evaluación de su sistema educativo resultó ser una cuestión de importancia fundamental. Los autores revisan la evaluación que el personal de la OCDE y los miembros del Ministerio de Educación de Colombia llevaron a cabo para alinear los objetivos de la educación nacional con las tendencias mundiales defendidas por la OCDE. Destacan cuatro temas que respaldarían la reforma y la evaluación educativa propicias para ingresar a la OCDE: calidad, relevancia, uso de la información y financiamiento.


Los países centroamericanos han pasado décadas en una agitación casi constante. En el capítulo 8, D. Brent Edwards Jr. toma la economía política de la ejecución de la política educativa en El Salvador como un caso en el que la educación es un horizonte en disputa y, al mismo tiempo, los actores políticos la observan como una herramienta para hacer avanzar sus agendas. El análisis de Edwards va más allá de un enfoque en los procesos de reforma en el ámbito nacional para examinar el papel de las organizaciones internacionales y las propensiones globales en las dinámicas de reforma actuales en todo el mundo. Al tener en cuenta las condiciones en las cuales las políticas educativas tienen más o menos probabilidades de ejecutarse en otros lugares. El capítulo proyecta lecciones que pueden ser relevantes más allá de El Salvador.


En el capítulo 9, Mark Ginsburg y Gilberto García Batista revisan gran parte de las corrientes subterráneas de la reforma educativa cubana desde principios de los años sesenta. Proporcionan una perspectiva de largo plazo sobre la lucha de los revolucionarios cubanos para mejorar la educación. Los autores explican cómo estas reformas prestan atención a las inclinaciones económicas y culturales tanto nacionales como mundiales, así como a las fuerzas políticas subyacentes. Se centran en las cuatro revoluciones o iniciativas de perfeccionamiento en educación que el gobierno cubano lleva a cabo desde 1961. Concluyen señalando que las reformas de la educación y la formación de docentes permitieron a Cuba continuar su camino socialista, ante importantes desafíos. Lo cual contribuyó a los excelentes logros de Cuba en materia de acceso, equidad y calidad de su sistema educativo.


En el capítulo siguiente discuto los principales componentes políticos de la reforma educativa mexicana en el gobierno de Enrique Peña Nieto (2012-2018). Sintetizo cómo tanto la propuesta de reforma en sí como las reacciones de diversos actores contribuyeron a remapear el sistema de educación básica de México. Tomo en consideración perspectivas teóricas opuestas para discutir la reforma mexicana. Aunque el cambio logró un éxito notable en términos políticos al disminuir el poder del sindicato corporativo, por ejemplo, ahora está a punto de desaparecer porque el presidente electo en julio de 2018 inició un proceso para reformar a la reforma y desmanteló la oferta de profesionalización docente que implicaba el modelo anterior, pero mantiene ciertos pilares institucionales sólidos, como la recentralización del pago de la nómina.


En el capítulo final, Aurora Loyo examina cómo y por qué los sindicatos de docentes latinoamericanos se oponen a la mayoría de las reformas educativas. Tales gremios representan una tradición de lucha y algunos de ellos constituyen un poder que los gobiernos deben tomar en cuenta. Loyo toma los casos de sindicatos poderosos, como la Confederación de Trabajadores de la República Argentina (CTERA), la Conferencia Nacional de Trabajadores en la Educación de Brasil (CNTE) y el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE), de México, sus cuadrillas dirigentes y grupos disidentes. Loyo revisa con atención las características principales del repertorio de respuestas de las organizaciones de maestros, que los líderes de esas organizaciones fomentan para mantener el statu quo y sus esfuerzos por preservar el poder que adquirieron.


EXPRESIONES DE GRATITUD




Este libro no hubiera sido posible sin las conferencias de la CIES. En ellas, la discusión intelectual, los debates sobre teorías y perspectivas prácticas, tanto como el énfasis en hacer comparaciones útiles para el mundo académico y la toma de decisiones, proporcionaron un marco excepcional para la cooperación entre pares. Me complace que los colegas que escribieron los capítulos de este libro aceptaron mi invitación. Trabajaron duro y respondieron a mis demandas que, espero, no fueron muchas o exageradas.


Regina Cortina y Sergio Cárdenas son de alguna manera responsables de esta publicación. Regina no sólo me invitó a organizar las dos sesiones y me encomendó otras tareas para la Conferencia de la Ciudad de México, sino que también me motivó a asegurarme de que los documentos no permanecieran en los anales de CIES. Sergio, entonces director general del Centro de Cooperación Regional para la Educación de Adultos en América Latina y el Caribe, patrocinó la conferencia en Pátzcuaro y, con eso, contribuyó a que los autores se conocieran un poco más. Convivimos y hablamos sobre asuntos más allá de nuestro trabajo académico. El personal de Crefal siempre colaboró y nos brindó apoyo en asuntos de organización sustanciales y detalles menores. Son demasiadas personas para mencionarlas a cada una, pero hago patente mi agradecimiento y el de mis colegas.


También tienen nuestro agradecimiento los estudiantes de la maestría en Aprendizaje y Políticas Educativas del Crefal. Proporcionaron comentarios agudos, algunos muy críticos, en respuesta a las presentaciones de nuestros ensayos. Bob Arnove fue más que un comentarista; actuó como asesor y nos aconsejó cómo mejorar el contenido y el producto final. Mis colegas y yo valoramos que haya aceptado escribir el prólogo de este libro.


Mi amigo Bradley Levinson tradujo y editó (incluso en español) el trabajo de René Guevara, y Sandra Milena Téllez, de Colombia, mejoró la traducción que hice del capítulo de Aurora Loyo. También me ayudó a poner mi capítulo y esta introducción en mejor forma en inglés. Agradezco mucho su trabajo y dedicación.


Mis colegas y yo agradecemos la labor editorial de Ana Ceballos, quien puso en mejor español nuestras ideas. Para todos nosotros es un honor publicar bajo el sello de Siglo XXI Editores.


Ciudad de México,
noviembre de 2018
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1. EL LARGO CAMINO HACIA LA INCLUSIÓN: POLÍTICAS EDUCATIVAS EN ARGENTINA (2003-2015)


JASON BEECH


En este capítulo analizo las políticas para la educación básica en Argentina entre 2003 y 2015. Sugiero que a nivel normativo y retórico estas políticas estuvieron orientadas a la inclusión de los sectores más desfavorecidos de la sociedad. Sin embargo, este foco en la inclusión ha tenido efectos ambiguos. Aunque hubo algunos avances, la situación de exclusión educativa generalizada de grandes sectores sociales no ha sido resuelta y siegue siendo un desafío para el sistema educativo argentino.


En las últimas décadas, el concepto de inclusión ha ocupado un papel central en los discursos globales acerca de la educación. La maleabilidad de este concepto explica en parte su preeminencia en los debates globales. La distinción binaria inclusión/excusión puede funcionar como un eslogan con cierta estabilidad y al mismo tiempo adaptarse a las realidades sociales de distintos contextos. Así, por ejemplo, en lugares como Suecia o Finlandia el foco en la inclusión refiere a estudiantes con fracasos en su trayectoria escolar, usualmente provenientes de familias cuyos progenitores tienen bajo nivel educativo o familias de inmigrantes (Lindblad y Popkewitz, 2004). En Sudáfrica, la lógica inclusión/exclusión es leída desde la perspectiva de las categorías étnicas y se relaciona con superar los males del apartheid (Muller, 2004).


En el caso de Argentina, tras el crecimiento sostenido de las desigualdades y la pobreza que comenzó en la década de 1970 y culminó en la crisis socioeconómica y política de 2001, la inclusión educativa ha estado asociada al objetivo de atender a las necesidades educativas de los sectores más afectados por la debacle de la estructura socioeconómica. Para dar una idea de la magnitud del desafío, cabe mencionar que en 1980, 10% de la población argentina era considerada pobre, mientras que esa cifra ascendió a 56% en 2002 (L. Gasparini y Cruces, 2008; L. Gasparini, Marchioni y Sosa Escudero, 2000). La situación se hace incluso más acuciante cuando se considera que la niñez está sobrerrepresentada entre los pobres. En el segundo semestre de 2003, 71% de los niños vivía en hogares afectados por la pobreza (Kessler, 2014). En este contexto de severo deterioro socioeconómico, las demandas globales y locales por dar acceso a la educación a las poblaciones más vulnerables generaron un enorme desafío, especialmente en los niveles de educación inicial, educación secundaria y postsecundaria.


En este capítulo presento un análisis de las políticas educativas más relevantes durante las administraciones de Néstor y Cristina Kirchner (2003-2015). En el contexto de un “giro a la izquierda” en muchos países de América Latina, el gobierno de los Kirchner impulsó una fuerte retórica en contra de “la década de 1990”, “el neoliberalismo” y en cierta medida, la globalización. El gobierno articuló su discurso político y su accionar sobre la base de la inclusión. Por ejemplo, se dio acceso a pensiones y jubilaciones a grandes sectores de la población que estaban excluidos de estos beneficios, se legalizó el matrimonio igualitario y se creó la Asignación Universal por Hijo, un programa masivo de transferencias monetarias condicionadas para las familias en situación de pobreza. Asimismo, el programa Conectar Igualdad proveyó computadoras a más de cinco millones de estudiantes y docentes; el programa FinEs creó un circuito educativo alternativo para los jóvenes y adultos que habían abandonado la escuela secundaria, y una nueva ley de educación decretó la obligatoriedad del nivel secundario. Las inversiones en educación y el salario docente también crecieron significativamente en la primera mitad del periodo de gobierno de los Kirchner.


En este trabajo muestro que en general los resultados de las iniciativas que promovieron la inclusión educativa fueron bastante ambiguos. Aunque ha crecido la cantidad de estudiantes que accede al nivel secundario, los índices de repitencia y abandono continúan siendo altos y están fuertemente correlacionados con el nivel socioeconómico de los estudiantes. Los resultados de las pruebas estandarizadas de aprendizaje muestran resultados mixtos, sin que se vea una tendencia hacia la mejora en términos de la calidad de los aprendizajes y con marcadas desigualdades. Finalmente, el creciente éxodo de estudiantes de distintos niveles socioeconómicos hacia las escuelas privadas en los grandes centros urbanos es otro indicador de las fallas de las políticas públicas orientadas a mejorar el sistema de educación estatal.


Por lo tanto, la inclusión educativa en Argentina sigue siendo un sueño utópico. Sugiero que el abordaje de las políticas educativas durante este periodo estuvo basado en una serie de estrategias y programas que operaron en los márgenes del sistema educativo, pero que no tuvieron un impacto profundo en las estructuras y prácticas que generan la exclusión de los grupos más desaventajados.


Para explorar este argumento, divido el capítulo en cinco secciones. La primera describe la debacle socioeconómica de Argentina durante las últimas décadas del siglo XX y brevemente analiza la reforma educativa de la década de 1990 y los principales indicadores educativos del país para el final del siglo, con el objetivo de presentar un panorama de la situación a comienzos del siglo XXI. La segunda sección analiza las características generales y la orientación política de las administraciones de los Kirchner y la forma en que abordaron las políticas educativas. Sostendré que una de las principales características de las políticas educativas en el periodo, fue la fragmentación de la intervención estatal en una serie de programas aislados. Por lo tanto, la tercera sección presenta un análisis de algunos de los programas más relevantes diseñados para impactar en la educación durante el gobierno de los Kirchner: Conectar Igualdad, Fines y la Asignación Universal por Hijo. En la cuarta parte presento un recorrido por los principales indicadores de inclusión educativa en Argentina, en relación con el acceso, la permanencia, graduación y la calidad de los aprendizajes. También presento evidencia de que una de las tendencias más relevantes del periodo es el crecimiento de la matrícula en las escuelas privadas en los grandes centros urbanos. En la conclusión ofrezco algunas interpretaciones acerca de las dificultades con las que se enfrenta la Argentina para promover la inclusión educativa.


LA SITUACIÓN POLÍTICA, ECONÓMICA Y EDUCATIVA DE ARGENTINA A COMIENZOS DEL SIGLO XXI


La inestabilidad política ha sido una de las características salientes de la Argentina en la segunda mitad del siglo XX. Luego de la primera presidencia de Perón (1946-1951) ningún presidente electo constitucionalmente terminó su mandato hasta que lo hiciera Menem en 1996. Las fuerzas armadas tomaron el control del país entre 1955 y 1973, con la excepción de dos breves periodos democráticos. En 1976 un nuevo golpe de estado inició el periodo más oscuro de la historia argentina, cuando la violencia promovida por el propio Estado contra los ciudadanos concluyó en decenas de miles de “desaparecidos”.


Los indicadores económicos entre la década de 1970 y la de 2000 muestran un crecimiento persistente de la desigualdad y de la pobreza. El coeficiente de Gini pasó de 0.36 en 1974 a 0.51 en 2000 (Altimir, Beccaria, y González Rozada, 2002). El crecimiento de la pobreza también fue dramático. En 1980 el índice de pobreza en Argentina era de alrededor de 10% y el de indigencia o pobreza extrema, 2% (L. Gasparini et al., 2000). Desde entonces estos índices han crecido hasta llegar en 2002 al pico de 56% de la población debajo de la línea de la pobreza. Como dicen Gasparini y Cruces


En cierta medida, el crecimiento dramático de la desigualdad en ingresos experimentada por Argentina entre medidos de la década de 1970 y mediados de la década de 2000 es fácil de entender. En tres décadas el país experimentó la mayoría de los fenómenos que se asocian con el incremento de la desigualdad en la teoría económica: severas crisis macroeconómicas, hiperinflación, altos niveles de desempleo, dictaduras represivas, procesos de profunda liberalización del comercio, episodios rápidos y repentinos de acumulación de capital, modernización tecnológica, instituciones laborales débiles […] (2008: 4. Traducción propia).


En 1973 la deuda externa era de 4 890 millones de dólares; en 1991, durante los primeros años del gobierno de Menem, llegó a 62 000 millones y para fin de 1999 era de 146 000 millones. En diciembre de 2001, enfrentado a una gravísima crisis económica, el presidente De la Rúa restringió el acceso de la ciudadanía a sus cuentas bancarias. La situación resultó en masivas manifestaciones y saqueos que fueron reprimidos por las fuerzas de seguridad que llegaron a matar a cerca de 40 personas en los incidentes. El presidente renunció. Luego de un periodo de incertidumbre política en el cual se nombró a tres presidentes interinos en una semana, una Asamblea Legislativa designó al senador Eduardo Duhalde para que completara el mandato de De la Rúa.


Así es que para 2002 la Argentina experimentaba su más severa crisis económica, política y social. Fue la culminación de un proceso de debacle socioeconómica y política que se había iniciado cuatro décadas antes. Las autoridades contaban con muy poca legitimidad, la economía estaba desbastada y la pobreza y las desigualdades impactaban fuertemente en la población. Uno de los presidentes interinos había declarado que Argentina no pagaría su deuda externa, por lo que el país quedó política y económicamente aislado del sistema mundial y en una situación de mucha fragilidad.


A grandes rasgos, las políticas educativas en la segunda mitad del siglo XX siguieron la misma lógica inestable del contexto político. La iniciativa más importante a considerar en términos de su influencia sobre la situación posterior a la crisis de 2001, es la reforma de la década de 1990 que propuso un cambio profundo y abarcador del sistema educativo argentino. A través de la Ley Federal de Educación, por primera vez en la historia, se reguló en una sola norma la mayoría de los aspectos relacionados con la educación básica. Tiramonti (2001) destaca que mientras las políticas de ajuste estructural que se impulsaban a nivel nacional reducían las funciones del Estado, el Ministerio de Educación de la Nación adquirió con la reforma un protagonismo que sólo es comparable con la etapa fundacional del sistema educativo en el siglo XIX. La misma autora se refiere a la “hiperactividad” del Estado Nacional en la producción de propuestas de acción, planes y programas.


La Ley de Transferencia de los Servicios Educativos transfirió la responsabilidad por la educación básica a las provincias (incluyendo las instituciones terciarias de formación docente). Se aprobó una Ley de Educación Superior, se revitalizó el Consejo Federal de Educación, se firmó un Pacto Federal Educativo y se cambió la estructura del sistema educativo –tradicionalmente dividido en siete años de educación primaria y cinco de secundaria–. Asimismo, se estableció el Sistema Nacional de Evaluación de la Calidad (SINEC), la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria (CONEAU), un Plan Social Educativo, una Red Federal de Formación Docente Continua y se implementaron reformas curriculares para los niveles inicial, primario, medio y para la formación docente. Las reformas curriculares se propusieron descentralizar la definición curricular, pasando de un modelo altamente centralizado en el nivel nacional, a uno en el cual el Consejo Federal de Educación define Contenidos Básicos Comunes, que son usados por cada provincia para crear su propio currículo que a la vez debiera dar posibilidades para el aporte de escuelas y docentes. En paralelo, la reforma definió un cambio sustantivo en la propia lógica de los contenidos escolares, a través de una fuerte crítica a la cultura enciclopédica existente que se basaba en contenidos fácticos. Esta lógica debía ser remplazada por un currículo basado en el desarrollo de competencias (Beech, 2011).


Aunque la descripción de la reforma en los párrafos precedentes no es exhaustiva, es suficiente para ilustrar que las políticas educativas del momento constituyeron un ambicioso intento por reformar casi todos los aspectos del sistema educativo al mismo tiempo. Por lo tanto, cuando la crisis estalló en 2001, el sistema educativo estaba pasando por un complejo procesos de reforma que había sido apropiado de manera muy diferente en cada una de las 23 provincias y en la Ciudad de Buenos Aires, generando lo que algunos autores conceptualizan como una reforma educativa inconclusa y un sistema escolar desarticulado (Terigi, 2016). En un contexto en el cual los salarios docentes, las escuelas y las familias estaban fuertemente afectados por el crecimiento de la pobreza, la desigualdad y el desempleo, el desafío de reconstruir el sistema educativo era enorme.


LAS POLÍTICAS EDUCATIVAS
DURANTE EL GOBIERNO DE LOS KIRCHNER


En 2003 hubo elecciones para remplazar al presidente Duhalde. En un contexto de intensa desconfianza hacia los partidos políticos y la clase política en general, Menem ganó la primera vuelta con 24% de los votos. Tenía que competir en una segunda vuelta con Néstor Kirchner que había salido segundo en la contienda. Consciente de que la gran mayoría de la población tenía una visión muy negativa de su figura y de que no tenía posibilidades de ganar, Menem renunció al ballotage y Kirchner obtuvo la presidencia.


El gobierno de los Kirchner se definió discursivamente en oposición a Menem, “los 90” y el “neoliberalismo”. Su administración que duró tres mandatos consecutivos (Néstor Kirchner 2003-2007, Cristina Fernández de Kirchner 2007-2015), fue parte de lo que se conoce como el giro a la izquierda en América Latina. El gobierno revirtió algunas de las privatizaciones de la década de 1990 a través de la estatización de Aerolíneas Argentinas, el correo, el sistema de jubilaciones y pensiones, la provisión de agua potable y saneamiento, entre otras. Kirchner también tomó medidas para minimizar la relación del país con los organismos de crédito internacional, especialmente con el Fondo Monetario Internacional. El gobierno articuló su discurso político y su accionar con base en el concepto de inclusión. Dio acceso a pensiones a grupos previamente excluidos, legalizó el matrimonio igualitario e implementó la Asignación Universal por Hijo, “un extenso un programa” de transferencias monetarias condicionadas para las familias en situación de pobreza.


En 2003 comenzó un periodo de recuperación económica significativa, con porcentajes de crecimiento anual del PIB cercanos a 9%, hasta 2007. Entre 2008 y 2011 el crecimiento continuó, aunque con porcentajes menores y una recesión en 2009. A partir de 2012 la economía se estancó, con años de mejoras moderadas seguidos de años de leve contracción (Rivas y Dborkin, 2018). Siguiendo una trayectoria similar, la pobreza se redujo significativamente entre 2003 y 2007; la tendencia continuó a un ritmo más lento entre 2007 y 2011, y se estancó en un porcentaje cercano a 30% desde entonces (gráfica 1.1). Por lo tanto, el nivel de pobreza que hay en Argentina desde 2011 no ha sufrido variaciones significativas y es muy similar al que había en los primeros años de la década de 1990. De todos modos, el crecimiento económico y la reducción de la pobreza fueron importantes en los primeros dos mandatos de los Kirchner, así como la reducción de las desigualdades y el desempleo.


En este contexto, los gobiernos de los Kirchner fueron muy activos en relación con políticas educativas durante sus tres mandatos consecutivos. En un sistema federal con 24 sistemas educativos diferentes, no todas las iniciativas, logros y fracasos son atribuibles a los gobiernos nacionales. De todos modos, el análisis de las políticas educativas de cada jurisdicción excede las posibilidades de este capítulo que se enfoca en las características generales de las políticas educativas a nivel nacional. Durante el periodo bajo análisis, el estado nacional también fue muy activo en sus políticas para el nivel universitario, especialmente a través de la creación de nuevas instituciones. Sin embargo, dadas las restricciones de espacio, en este texto me centro exclusivamente en las políticas para la educación básica.


Gráfica 1.1 Pobreza en Argentina, 1992-2016
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Fuente: Gasparini y Tornarolli, 2017, p. 572.


Durante los primeros años, entre 2003 y 2006, las iniciativas de la administración nacional se enfocaron principalmente en la necesidad de superar la crisis del sistema educativo. En general, el énfasis estuvo puesto en mejorar la inversión en educación y en la recuperación del salario docente que luego de un deterioro sostenido desde la década de 1970 sufrió el impacto de la crisis de 2001 (gráfica 1.2). Estos esfuerzos se hicieron visibles en la legislación aprobada durante este periodo inicial. En 2003, la Ley de Garantía del Salario Docente y 180 Días de Clase procuraba garantizar un salario mínimo para los docentes en todas las provincias. También definía un número mínimo de días de clase que toda provincia debía cumplir. La cantidad de días de clase se ve afectada en muchas ocasiones por huelgas docentes en reclamo de mejoras salariales. En 2004 la Ley del Fondo Nacional de Incentivo Docente renovó un mecanismo creado en 1998 a través del cual el Estado nacional transfiere a las provincias fondos para que puedan dar una compensación extra a los docentes. En 2005 la Ley de Financiamiento Educativo estableció un mínimo de inversión en educación, ciencia y tecnología para las administraciones nacional y provinciales. Se definió el objetivo de llegar progresivamente a una inversión total de 6% del PIB para 2010. Finalmente, la Ley Nacional de Educación en 2006 estableció que una vez que se llegara a 6% del PIB, el próximo objetivo era llegar a 6% de inversión solamente en educación, excluyendo las áreas de ciencia y tecnología (Rivas y Dborkin, 2018).


Los objetivos de financiamiento definidos por la Ley de 2005 fueron alcanzados, pasando de una inversión de 4.6% del PIB en 2005 a 6% en 2010 (Bezem, Mezzadra y Rivas, 2012, 2014). Entre 2003 y 2016 la inversión por estudiante aumentó 158%. Sin embargo, el incremento no fue estable durante el periodo completo. Dada la crisis de 2001, la inversión por estudiante era muy baja en 2003. Con la recuperación económica y la decisión de aumentar la inversión en educación, entre 2003 y 2007 la inversión por estudiante se duplicó con un aumento de 99%. Entre 2007 y 2011 el incremento fue de 24% y entre 2011 y 2015 sólo de 4% (Rivas y Dborkin, 2018).


En la misma línea, el salario docente aumentó considerablemente durante el periodo completo, pero con tres etapas diferentes (gráfica 1.2). Luego de una reducción de 20% en 2002 y de 7% en 2003, los salarios docentes estaban en niveles muy bajos. De 2003 a 2015 el incremento fue de 80%. De 2003 a 2007 fue de 69%; de 2007 a 2011, 7% y de 2011 a 2015, 4% (Rivas y Dborkin, 2018).


Gráfica 1.2. Evolución del salario docente en Argentina, 1996-2016). En pesos argentinos de 2016.
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Fuente: Elaboración propia con base en Rivas y Dborkin, 2018.


La segunda fase de las políticas educativas durante el gobierno de los Kirchner comenzó con la aprobación y la puesta en marcha de la Ley Nacional de Educación (LEN) en 2006 (Terigi, 2016). El Ministerio de Educación Nacional inició el proceso legislativo con una amplia consulta, invitando a los docentes y a otros grupos sociales a dar su opinión sobre los cambios futuros. Alineado con el posicionamiento político general del gobierno, el documento que convocaba a la consulta tomaba como punto de partida la crítica a las reformas económicas y educativas de la década de 1990. La LEN fue aprobada en 2006 en remplazo de la Ley Federal de Educación (LFE) de 1993.


La LEN decretó la ampliación de la obligatoriedad escolar de 10 a 13 años al incluir a los últimos tres años del nivel secundario. Éste fue el cambio más relevante en términos del impacto que tuvo en las políticas educativas posteriores que tendieron a enfocarse en el nivel secundario, buscando influir en el comportamiento de las familias y ampliar el acceso a este nivel (se presentan indicadores precisos del crecimiento de la matrícula en las próximas secciones).


Otro objetivo fundamental de la LEN fue el de superar la desarticulación del sistema educativo. Por un lado, como consecuencia de la libertad que la LFE les había dado a las provincias para adoptar la estructura 6-3-3 que había decretado, la educación básica estaba organizada en formatos diferentes en las provincias. La LEN retornó a la tradicional división entre primaria y secundaria, dándole a los gobiernos provinciales la posibilidad de optar por un modelo de estructura 7-5 o 6-6 (Miguez, 2014).


Por otro lado, la reforma de la década de 1990 había transferido el poder formal sobre la educación básica del nivel nacional a las provincias. Sin embargo, en la práctica no se había logrado una buena articulación entre los niveles federal y provincial. Para abordar este desafío, la LEN revisó el papel del Estado, dándole más participación al Estado nacional en la política educativa y definiéndolo como el principal responsable de garantizar el acceso de todos al sistema educativo (Filmus y Kaplan, 2012; Miguez, 2014; Terigi, 2016). Esto tuvo dos consecuencias relacionadas entre sí. Una es que hubo un proceso de “recentralización” expresado en la LEN y en general en las políticas educativas durante los gobiernos de los Kirchner. La LEN estableció que las resoluciones del Consejo Federal de Educación podrían ser obligatorias para las provincias si el Consejo así lo definía (Miguez, 2014; Terigi, 2016). El Consejo Federal de Educación está formado por todos los ministros de educación de las provincias y liderado por el Ministro de Educación de la Nación. Tiene el papel de coordinar las políticas educativas a nivel federal. Asimismo, durante las administraciones de los Kirchner, el Estado nacional desarrolló una serie de programas nacionales que tendieron a recentralizar la política educativa en el nivel nacional.
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